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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

1. CONTEXTO DE LA PROPUESTA 

• Razones y objetivos de la propuesta 

En la transformación en curso del mundo laboral, impulsada por la búsqueda de la 

sostenibilidad medioambiental, económica y social y el despliegue de nuevas tecnologías, una 

participación significativa de los trabajadores y sus representantes a todos los niveles puede 

ayudar a anticipar y gestionar el cambio, disminuir la pérdida de puestos de trabajo, mantener 

la empleabilidad y mitigar los efectos sobre los sistemas de bienestar social y los costes de 

ajuste correspondientes. En las empresas o los grupos multinacionales, la información y la 

consulta de los trabajadores a nivel transnacional pueden contribuir de manera importante a 

dicha participación. A tal fin, la Directiva 2009/38/CE del Parlamento Europeo y del Consejo1 

(en lo sucesivo, la «Directiva» o la «Directiva 2009/38/CE») establece los requisitos mínimos 

para la constitución y el funcionamiento de los órganos de representación de los trabajadores 

en determinadas empresas multinacionales, los denominados comités de empresa europeos 

(«CEE»). Los CEE y los procedimientos de información y consulta transnacional 

complementan la información y consulta de los trabajadores a nivel nacional. 

La presente propuesta tiene por objeto subsanar las deficiencias de la Directiva y mejorar así 

la eficacia del marco de información y consulta de los trabajadores a escala transnacional. No 

afecta a las normas y prácticas nacionales y de la UE relativas a la participación de los 

trabajadores a escala nacional. 

La evaluación de 2018 de la Directiva2 confirmó su valor añadido y las mejoras que había 

aportado a la calidad y al alcance de la información a los trabajadores. También identificó 

varios retos, principalmente el bajo índice de creación de nuevos CEE, la consulta de los CEE 

a veces ineficaz, los obstáculos al acceso de los CEE a los tribunales y la falta de vías de 

recurso eficaces y sanciones efectivas y disuasorias en algunos Estados miembros. 

En su Resolución de propia iniciativa legislativa «con recomendaciones destinadas a la 

Comisión sobre la revisión de la Directiva sobre los comités de empresa europeos»3, el 

Parlamento Europeo pidió que se reforzaran el papel y la capacidad de los CEE como órganos 

de información y consulta en las empresas de dimensión comunitaria. El presente acto 

modificativo responde al compromiso político expresado en las orientaciones políticas de la 

presidenta Von der Leyen de responder a las resoluciones basadas en el artículo 225 del 

TFUE con una propuesta legislativa, respetando plenamente los principios de 

proporcionalidad, subsidiariedad y mejora de la legislación. 

Con respecto a los resultados de la evaluación y a la posterior recopilación de pruebas, esta 

propuesta pretende abordar las siguientes deficiencias principales: 

 
1 Directiva 2009/38/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 6 de mayo de 2009, sobre la 

constitución de un comité de empresa europeo o de un procedimiento de información y consulta a los 

trabajadores en las empresas y grupos de empresas de dimensión comunitaria (versión refundida) 

(DO L 122 de 16.5.2009, p. 28). 
2 COM(2018) 292 final. En respuesta a las constataciones de la evaluación, la Comisión actuó mediante 

acciones no legislativas, entre ellas el apoyo financiero a proyectos de los interlocutores sociales, la 

propuesta de un manual para los profesionales de los CEE y el inicio de un diálogo estructurado con los 

Estados miembros sobre la aplicación de la legislación. 
3 Resolución del Parlamento Europeo, de 2 de febrero de 2023, con recomendaciones destinadas a la 

Comisión sobre la revisión de la Directiva sobre los comités de empresa europeos [2019/2183(INL)]. 

https://www.europarl.europa.eu/doceo/document/TA-9-2023-0028_ES.html
https://commission.europa.eu/system/files/2020-04/political-guidelines-next-commission_es_1.pdf
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=COM:2018:292:FIN
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– Debido a las exenciones de su ámbito de aplicación, la Directiva no se aplica a unas 

350 empresas de dimensión comunitaria4 en las que existen acuerdos de información 

y consulta transnacional5. Esto hace que el marco regulador sea complejo y se 

encuentre fragmentado, lo que genera distintos niveles de protección para los 

trabajadores de las empresas de dimensión comunitaria. La propuesta tiene por 

objeto evitar diferencias injustificadas en los derechos mínimos de información y 

consulta de los trabajadores a nivel transnacional. 

– Puede haber incertidumbre en cuanto al proceso de constitución de los CEE y a la 

cobertura de los gastos de las comisiones negociadoras que representan a los 

trabajadores. Además, en la mayoría de los casos, el proceso de constitución no da 

lugar necesariamente a CEE equilibrados en materia de género. La propuesta tiene 

por objeto garantizar una creación más eficiente y eficaz de CEE con mayor 

equilibrio de género. 

– En algunos casos, no existe un diálogo auténtico, oportuno y significativo entre la 

dirección y los CEE. Este es el caso, en particular, cuando la dirección no da una 

respuesta motivada a los dictámenes de los CEE antes de adoptar una decisión sobre 

cuestiones transnacionales. Algunos CEE también se enfrentan a la inseguridad 

jurídica sobre la cobertura de sus recursos y sobre las condiciones en las que la 

dirección puede exigir el tratamiento confidencial de la información o negarse a 

revelar determinada información a los CEE. La propuesta tiene por objeto garantizar 

un proceso más eficaz de información y consulta de los CEE y su adecuada dotación 

de recursos.  

– Los titulares de derechos en virtud de la Directiva no siempre disponen de vías de 

recurso efectivas ni de acceso a la justicia para hacer valer sus derechos. Además, el 

incumplimiento de los requisitos de información y consulta transnacional no suele 

penalizarse con sanciones suficientemente eficaces, proporcionadas y disuasorias. La 

propuesta tiene por objeto promover una aplicación más eficaz de la Directiva para 

mejorar su cumplimiento. 

• Coherencia con las disposiciones existentes en la misma política sectorial 

El derecho a la información y consulta de los trabajadores en la empresa está recogido en la 

Carta de los Derechos Fundamentales de la UE (artículo 27). El Tratado de Funcionamiento 

de la Unión Europea (TFUE) establece que la UE apoyará y completará la acción de los 

Estados miembros en el ámbito de la información y la consulta a los trabajadores 

(artículo 153), promoverá el diálogo social entre los interlocutores sociales (artículo 151) y 

reconocerá el papel de los interlocutores sociales (artículo 152). El principio 8 del pilar 

europeo de derechos sociales establece que «los trabajadores o sus representantes tienen 

derecho a ser informados y consultados oportunamente sobre asuntos de interés para ellos». 

El marco jurídico de la UE que regula la información y la consulta a nivel nacional se ha 

desarrollado a lo largo de varias décadas. Varias directivas de la UE establecen normas sobre 

la información y la consulta de los representantes de los trabajadores. La Directiva contiene 

 
4 El término «empresa de dimensión comunitaria» sigue utilizándose a efectos de la presente propuesta, 

ya que se trata de un término definido en la Directiva 2009/38/CE y no es necesario introducir 

modificaciones sustanciales en dicha definición. 
5 De acuerdo con el considerando 41 de la Directiva 2009/38/CE, las exenciones se basaban en la 

consideración de que debía permitirse la continuidad de los acuerdos en vigor para evitar su 

renegociación obligatoria cuando ello fuera innecesario. 

https://commission.europa.eu/publications/european-pillar-social-rights-booklet_en
https://commission.europa.eu/publications/european-pillar-social-rights-booklet_en
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disposiciones sobre la interacción entre los marcos de información y consulta a distintos 

niveles, con vistas a garantizar la coherencia, la complementariedad y las sinergias con los 

distintos instrumentos jurídicos existentes. La presente propuesta mantiene estos principios. 

En particular: 

– El marco de los CEE se entiende sin perjuicio de los procedimientos de información 

y consulta establecidos en las Directivas 2002/14/CE6, 98/59/CE7 y 2001/23/CE8 y 

de los requisitos de información y consulta de los representantes de los trabajadores 

en el contexto de la reestructuración empresarial con arreglo a la Directiva 

2004/25/CE9, la Directiva (UE) 2017/113210 y la Directiva (UE) 2019/102311. 

– La información y consulta a los trabajadores deben efectuarse al nivel pertinente de 

dirección y de representación, en función del tema tratado. Para lograrlo, la 

competencia de los CEE y los requisitos de la Directiva 2009/38/CE se limitan a 

cuestiones transnacionales. Esta delimitación es importante para evitar conflictos de 

competencias, que difieren según el instrumento: mientras que las Directivas 

98/59/CE, 2001/23/CE y 2002/14/CE obligan a la dirección a informar y consultar a 

los representantes nacionales de los trabajadores «con objeto de llegar a un acuerdo» 

sobre una cuestión en el contexto de las relaciones laborales nacionales, la consulta 

transnacional de los CEE con arreglo a la Directiva 2009/38/CE se entiende «sin 

perjuicio de las responsabilidades de la dirección».  

– Las Directivas 2001/86/CE12 y 2003/72/CE13 prevén la constitución de órganos 

representativos de información y consulta sobre cuestiones transnacionales en las 

sociedades anónimas europeas («SE») y las sociedades cooperativas europeas 

(«SCE»). Con el fin de evitar solapamientos, se excluye la aplicación de la Directiva 

2009/38/CE a las sociedades de esos tipos. Este planteamiento no se ve alterado por 

la presente iniciativa. 

 
6 Directiva 2002/14/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de marzo de 2002, por la que se 

establece un marco general relativo a la información y a la consulta de los trabajadores en la 

Comunidad Europea (DO L 80 de 23.3.2002, p. 29). 
7 Directiva 98/59/CE del Consejo, de 20 de julio de 1998, relativa a la aproximación de las legislaciones 

de los Estados miembros que se refieren a los despidos colectivos (DO L 225 de 12.8.1998, p. 16). 
8 Directiva 2001/23/CE del Consejo, de 12 de marzo de 2001, sobre la aproximación de las legislaciones 

de los Estados miembros relativas al mantenimiento de los derechos de los trabajadores en caso de 

traspasos de empresas, de centros de actividad o de partes de empresas o de centros de actividad 

(DO L 82 de 22.3.2001, p. 16).  
9 Directiva 2004//25/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de abril de 2004, relativa a las 

ofertas públicas de adquisición (DO L 142 de 30.4.2004, p. 12). 
10 Directiva (UE) 2017/1132 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de junio de 2017, sobre 

determinados aspectos del Derecho de sociedades (versión codificada) (DO L 169 de 30.6.2017, p. 46). 
11 Directiva (UE) 2019/1023 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, sobre marcos 

de reestructuración preventiva, exoneración de deudas e inhabilitaciones, y sobre medidas para 

aumentar la eficiencia de los procedimientos de reestructuración, insolvencia y exoneración de deudas, 

y por la que se modifica la Directiva (UE) 2017/1132 (Directiva sobre reestructuración e insolvencia) 

(DO L 172 de 26.6.2019, p. 18). 
12 Directiva 2001/86/CE del Consejo, de 8 de octubre de 2001, por la que se completa el Estatuto de la 

Sociedad Anónima Europea en lo que respecta a la implicación de los trabajadores (DO L 294 de 

10.11.2001, p. 22). 
13 Directiva 2003/72/CE del Consejo, de 22 de julio de 2003, por la que se completa el Estatuto de la 

sociedad cooperativa europea en lo que respecta a la implicación de los trabajadores (DO L 207 de 

18.8.2003, p. 25). 
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• Coherencia con otras políticas de la Unión 

La propuesta prevé medidas para garantizar que los representantes de los trabajadores tengan 

acceso a la justicia en relación con los derechos de información y consulta transnacional. De 

este modo, puede promover el derecho a la tutela judicial efectiva (artículo 47 de la Carta de 

los Derechos Fundamentales de la UE).  

La propuesta también es coherente con el derecho de negociación colectiva (artículo 28 de la 

Carta de los Derechos Fundamentales de la UE), ya que deja un amplio margen de 

discrecionalidad a los interlocutores sociales a nivel de empresa para negociar soluciones 

adecuadas para una información y consulta transnacionales eficaces. Además, preserva 

plenamente la capacidad de la dirección para tomar decisiones de forma eficaz, de 

conformidad con la libertad de empresa (artículo 16 de la Carta de los Derechos 

Fundamentales de la UE). 

El alcance de la información y consulta de los CEE con arreglo a la Directiva se limita a las 

«cuestiones transnacionales». Las cuestiones transnacionales no se definen en función de 

temas o asuntos específicos, sino de su capacidad para afectar a los trabajadores de varios 

Estados miembros. Así pues, los CEE tienen el potencial de mejorar la aplicación de diversas 

políticas de la UE en las empresas multinacionales, al facilitar un foro para el diálogo entre la 

dirección central y los representantes de los trabajadores. De este modo, pueden producirse 

sinergias entre esta iniciativa y cualquier ámbito político de la UE que pueda beneficiarse de 

la participación efectiva de los CEE, en particular en el contexto de la doble transición.  

2. BASE JURÍDICA, SUBSIDIARIEDAD Y PROPORCIONALIDAD 

• Base jurídica 

La Directiva se adoptó en virtud del artículo 137 del Tratado constitutivo de la Comunidad 

Europea. En el Tratado actual, la base jurídica adecuada para una revisión de la Directiva es el 

artículo 153, apartado 1, letra e), en relación con el artículo 153, apartado 2, letra b), del 

Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE). El artículo 153, apartado 1, letra e), 

del TFUE proporciona la base jurídica para que la Unión apoye y complete la acción de los 

Estados miembros con el fin de mejorar la información y la consulta a los trabajadores. En 

este ámbito, el artículo 153, apartado 2, letra b), del TFUE faculta al Parlamento Europeo y al 

Consejo para adoptar, de conformidad con el procedimiento legislativo ordinario, directivas 

que establezcan requisitos mínimos para su implementación progresiva, teniendo en cuenta 

las condiciones y reglamentaciones técnicas existentes en cada uno de los Estados miembros. 

• Subsidiariedad (en el caso de competencia no exclusiva)  

Solo una iniciativa de la UE puede establecer normas comunes en materia de información y 

consulta de los trabajadores a nivel transnacional dentro de la UE. Los retos que reducen la 

eficacia del derecho de los trabajadores a la información y consulta transnacional están 

estrechamente relacionados con la cobertura y el contenido de las obligaciones de la 

Directiva, y producen efectos en las empresas y sus trabajadores en toda la UE. Dado el 

carácter transfronterizo de las empresas y los grupos incluidos en el ámbito de aplicación de la 

Directiva y la naturaleza transnacional de las cuestiones sujetas a los requisitos de 

información y consulta transnacional, los Estados miembros no pueden abordar 

individualmente las deficiencias del marco actual de manera coherente y eficaz. Por lo tanto, 

los retos identificados deben abordarse a escala de la UE.  
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• Proporcionalidad 

Esta propuesta modifica y establece unos requisitos normativos mínimos, garantizando así 

que el grado de intervención se mantenga en el mínimo necesario para alcanzar los objetivos 

de la propuesta. Los Estados miembros que ya dispongan de medidas más favorables que las 

que ofrece la presente propuesta no tendrán que modificarlas ni reducirlas. Los Estados 

miembros también pueden decidir ir más allá de las normas mínimas aquí establecidas.  

Habida cuenta de la dimensión y la naturaleza de los problemas detectados, se respeta el 

principio de proporcionalidad. La evaluación de impacto que acompaña a la presente 

iniciativa ha permitido comparar las opciones políticas en cuanto a su proporcionalidad con 

respecto a la base de referencia14. La opción preferida establece un equilibrio entre la 

necesidad de adoptar medidas suficientemente sólidas para alcanzar los objetivos políticos, 

reforzando el marco para el diálogo social en las empresas, sin alterar la naturaleza del 

instrumento y sin modificar las disposiciones de la Directiva que hayan demostrado su 

eficacia en el pasado.  

• Elección del instrumento 

La base jurídica pertinente permite la adopción de requisitos mínimos vinculantes únicamente 

en forma de directivas. También se consideraron instrumentos no vinculantes, como una 

comunicación de la Comisión que ofrezca orientaciones interpretativas o recomendaciones de 

la Comisión sobre la aplicación por parte de los Estados miembros. Sin embargo, se consideró 

que estas alternativas eran menos eficaces y eficientes que una revisión específica de la 

Directiva. 

3. RESULTADOS DE LAS EVALUACIONES EX POST, DE LAS CONSULTAS 

CON LAS PARTES INTERESADAS Y DE LAS EVALUACIONES DE 

IMPACTO 

• Evaluaciones ex post / controles de la adecuación de la legislación existente 

La Comisión publicó una evaluación de la Directiva en 2018. La evaluación confirmó el valor 

añadido de la Directiva para la UE y las mejoras que había aportado a la calidad y al alcance 

de la información a los trabajadores. Todas las partes interesadas consideraron pertinente la 

Directiva, y los interlocutores sociales reconocieron la necesidad de un diálogo transnacional. 

En la evaluación se concluyó que la Directiva no impone obligaciones administrativas, 

financieras y jurídicas que constituyan una carga desproporcionada para las empresas.  

No obstante, la evaluación también constató que la consulta de los CEE es a veces ineficaz, 

que los CEE se enfrentan a obstáculos para acceder a los tribunales en algunos Estados 

miembros y que en algunos Estados miembros faltan vías de recurso efectivas y sanciones 

eficaces y disuasorias15. En respuesta, la Comisión actuó a través de acciones no legislativas: 

apoyo financiero continuado a los proyectos de los interlocutores sociales, propuesta de un 

manual para los profesionales de los CEE16 y participación en un diálogo estructurado con los 

 
14 SWD(2024) xxx, sección 7.4. 
15 SWD(2018) 187, p. 15. 
16 El trabajo sobre el manual se suspendió en abril de 2019, a raíz de la negativa de las organizaciones 

sindicales a escala de la UE a participar en un grupo de expertos que contribuiría a su elaboración. 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=COM:2018:292:FIN
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Estados miembros sobre la aplicación de la legislación17. Estas acciones no resolvieron los 

escollos detectados. 

• Consultas con las partes interesadas 

De conformidad con el artículo 154 del TFUE, la Comisión llevó a cabo las fases primera y 

segunda de la consulta con los interlocutores sociales europeos para recabar su opinión, en 

primer lugar, sobre la necesidad y la posible orientación de la acción de la UE para abordar 

los retos relacionados con el funcionamiento de los CEE y, posteriormente, sobre el contenido 

de la propuesta prevista. Cuatro organizaciones sindicales y ocho organizaciones patronales 

respondieron a las fases primera y segunda de la consulta. En el contexto de la segunda fase 

de la consulta, las organizaciones patronales expresaron su disposición a participar en las 

negociaciones para alcanzar un acuerdo en virtud del artículo 155 del TFUE; las 

organizaciones de trabajadores, con la excepción de la Confederación Europea de Cuadros 

(«CEC European Managers»), no lo hicieron.  

En general, los sindicatos ven la necesidad de una revisión jurídicamente vinculante de la 

Directiva, mientras que las organizaciones patronales se muestran mayoritariamente 

contrarias a una revisión, considerando que la Directiva se ajusta a su finalidad y advirtiendo 

contra una carga normativa adicional para las empresas. En concreto: 

– Los sindicatos consideran que las exenciones del ámbito de aplicación de la 

Directiva dan lugar a una desigualdad de condiciones, crean complejidad jurídica y 

deberían suprimirse. Las organizaciones patronales sostienen que es conveniente 

mantener las exenciones, haciendo hincapié en la autonomía de las partes y en la 

necesidad de preservar el buen funcionamiento de los mecanismos de información y 

consulta existentes. 

– Por lo que se refiere al proceso de constitución de nuevos CEE, los sindicatos 

afirman que no es infrecuente que la dirección central retrase el inicio de las 

negociaciones. Los sindicatos también subrayan la necesidad de garantizar recursos 

adecuados y el apoyo de expertos de organizaciones sindicales reconocidas en el 

proceso. Las organizaciones patronales afirman que la constitución de CEE funciona 

satisfactoriamente.  

– Las partes interesadas de ambos lados de las relaciones laborales reconocen el 

problema del desequilibrio de género en la composición de los CEE, en particular en 

sectores en los que predominan los hombres, como la industria manufacturera y la 

construcción, donde se han creado la mayoría de los CEE. Sin embargo, expresan su 

preocupación por la viabilidad práctica de aplicar una cuota vinculante para 

garantizar el equilibrio de género. 

– En cuanto al funcionamiento práctico del marco transnacional de información y 

consulta, los sindicatos consideran que la Directiva no garantiza la suficiente claridad 

jurídica sobre los requisitos esenciales de consulta, como el alcance de las cuestiones 

transnacionales y la necesidad de garantizar un seguimiento adecuado de los 

dictámenes de los CEE. En consecuencia, apoyan medidas vinculantes para aclarar y 

ampliar dichos requisitos. Además, afirman que la obligación de confidencialidad 

suele ser aplicada en exceso por la dirección, y sostienen que los CEE no tienen 

 
17 Los servicios de la Comisión celebraron una reunión con expertos de los Estados miembros centrada en 

la aplicación de la legislación y las sanciones en 2019, mientras que en 2022 se inició un procedimiento 

de infracción relativo al sistema de aplicación irlandés, que está en curso. 

https://ec.europa.eu/commission/presscorner/detail/es/ip_23_2141
https://ec.europa.eu/social/main.jsp?langId=en&catId=89&furtherNews=yes&newsId=10646
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asegurados recursos suficientes (que cubran, por ejemplo, el asesoramiento de 

expertos, la formación o los costes jurídicos). Por el contrario, las organizaciones 

patronales consideran que el concepto actual de cuestiones transnacionales es 

adecuado y no provoca conflictos en la práctica más allá de lo que puede esperarse 

razonablemente en un entorno empresarial. Afirman que muchos acuerdos de CEE 

ya prevén plazos específicos de información y consulta y una respuesta formal de la 

dirección a los dictámenes de los CEE. Los empleadores hacen hincapié en la 

necesidad de evitar costes adicionales, y piden que se alivien las cargas 

administrativas y financieras de las empresas mediante la promoción de las reuniones 

en línea de los CEE. 

– En cuanto a las sanciones y vías de recurso, los sindicatos consideran que los CEE no 

tienen suficiente acceso a la justicia en algunos Estados miembros y que la Directiva 

no garantiza una aplicación efectiva. Solicitan disposiciones más estrictas que 

incluyan umbrales específicos para las sanciones pecuniarias de hasta el 4 % del 

volumen de negocios global, así como requerimientos para suspender las decisiones 

de la dirección. Por el contrario, los empleadores afirman que las normas vigentes 

son suficientes y sostienen que el número limitado de casos judiciales no se debe a 

una falta de acceso a la justicia, sino a que la mayoría de los CEE funcionan 

satisfactoriamente. Advierten contra las sanciones desproporcionadas y el riesgo de 

retrasar la toma de decisiones de las empresas. 

Paralelamente a la consulta formal de los interlocutores sociales basada en el Tratado, se 

llevaron a cabo amplias actividades de consulta en el contexto del estudio de apoyo18, en las 

que se recabó la opinión de un grupo diverso de partes interesadas, entre las que se 

encontraban también responsables políticos, representantes de los CEE, la dirección de 

empresas de dimensión comunitaria y expertos jurídicos y académicos. Estas actividades 

consistieron en:  

• una encuesta en línea dirigida a la dirección y a los representantes de los trabajadores 

de las empresas con CEE; 

• entrevistas semiestructuradas con las partes interesadas; 

• talleres de recopilación de datos con representantes de la dirección y de los 

trabajadores. 

Estas actividades confirmaron en gran medida las aportaciones recibidas durante la consulta a 

los interlocutores sociales y proporcionaron información más detallada que se incorporó a la 

definición del problema y a la evaluación de las opciones políticas. 

No se llevó a cabo ninguna consulta pública sobre esta iniciativa. Dado el carácter específico 

y técnico de las cuestiones y opciones pertinentes, la iniciativa no se presta a recabar la 

opinión del público en general. La iniciativa solo es directamente relevante para las partes 

interesadas a las que se dirigen las actividades de consulta descritas anteriormente, mientras 

que las repercusiones indirectas sobre otras partes interesadas o el público en general son 

demasiado tenues para ser cubiertas por una consulta pública general de manera significativa. 

 
18 ICF (2023) Estudio que explora cuestiones y posibles soluciones en relación con la Directiva refundida 

2009/38/CE sobre el comité de empresa europeo. 
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• Obtención y uso de asesoramiento especializado 

En la evaluación de impacto se han tenido en cuenta varios estudios realizados por expertos 

externos: el estudio de apoyo a la evaluación de la Directiva, el nuevo estudio de recopilación 

de pruebas de apoyo a la evaluación de impacto, las revisiones jurídicas comparativas de las 

disposiciones nacionales de transposición de la Directiva y los estudios de casos que exploran 

los retos y las soluciones en relación con los CEE.Para más información sobre la recopilación 

y el uso de conocimientos especializados, véase el anexo 1 de la evaluación de impacto. En la 

evaluación de impacto se citan otras fuentes científicas. 

También se han tenido en cuentala Resolución del Parlamento Europeo de 2021 sobre la 

democracia en el trabajoy la Resolución de iniciativa legislativa de 2023 sobre la revisión de 

la Directiva sobre los comités de empresa europeos, junto con la correspondiente evaluación 

del valor añadido europeo del servicio de investigación del Parlamento.  

Además, las recopilaciones de datos ad hoc de Eurostat y del Instituto Sindical Europeo (de la 

base de datos de CEE del Instituto Sindical Europeo y de la encuesta del Instituto Sindical 

Europeo de 2018 a representantes de los CEE y los comités de empresa de las sociedades 

anónimas europeas) respaldaron la evaluación de impacto.  

• Evaluación de impacto 

La propuesta va acompañada de una evaluación de impacto19, que se debatió con el Comité de 

Control Reglamentario el 29 de noviembre de 2023. El Comité de Control Reglamentario 

emitió un dictamen favorable con observaciones20, que se han abordado mediante lo siguiente:  

– la aclaración de los objetivos de la iniciativa y las opciones políticas, en particular su 

interacción con otras normas nacionales y de la UE en materia de información y 

consulta de los trabajadores;  

– el refuerzo de la evaluación de la proporcionalidad y de la evaluación de los costes y 

beneficios, como las repercusiones sobre la competitividad;  

– el desarrollo de rangos de posibles costes agregados basados en escenarios 

hipotéticos con respecto al índice de creación de CEE en las empresas actualmente 

exentas, la necesidad de renegociar los acuerdos vigentes para tener en cuenta los 

requisitos mínimos revisados y los posibles aumentos marginales de los costes de 

funcionamiento de los CEE debidos a la iniciativa; 

– el reconocimiento por adelantado de las limitaciones e incertidumbres de los datos 

que repercuten en la solidez del análisis. 

Para garantizar una evaluación de impacto proporcionada y específica, el análisis se centró en 

las medidas políticas sustantivas que se espera tengan una repercusión significativa en las 

partes interesadas. Las aclaraciones y los pequeños ajustes de la Directiva 2009/38/CE se 

consideraron medidas de acompañamiento y no se evaluaron individualmente. En general, se 

supone que las medidas de acompañamiento refuerzan los efectos de las opciones sin producir 

efectos significativos por sí mismas.  

Sobre la base del análisis cuantitativo y cualitativo de las repercusiones, se espera que la 

opción política preferida tenga los siguientes beneficios principales: 

 
19 SWD(2024) xxx. Véase la ficha resumen [Enlace por facilitar]. 
20 [Enlace al dictamen del Comité de Control Reglamentario.] 

https://op.europa.eu/en/publication-detail/-/publication/81577ef3-78ec-11e8-ac6a-01aa75ed71a1
https://www.eurofound.europa.eu/publications/other/2022/challenges-and-solutions-case-studies-on-european-works-councils
https://www.europarl.europa.eu/doceo/document/TA-9-2021-0508_ES.html
https://www.europarl.europa.eu/doceo/document/TA-9-2021-0508_ES.html
https://www.europarl.europa.eu/doceo/document/TA-9-2023-0028_ES.html
https://www.europarl.europa.eu/doceo/document/TA-9-2023-0028_ES.html
https://www.europarl.europa.eu/RegData/etudes/BRIE/2021/654215/EPRS_BRI(2021)654215_EN.pdf
https://www.europarl.europa.eu/RegData/etudes/BRIE/2021/654215/EPRS_BRI(2021)654215_EN.pdf
https://ec.europa.eu/eurostat/statistics-explained/index.php?title=Employment_in_large-scale_multinational_enterprise_groups
https://ewcdb.eu/
https://www.etui.org/publications/guides/can-anybody-hear-us
https://www.etui.org/publications/guides/can-anybody-hear-us
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– Las 678 empresas que tienen actualmente acuerdos de CEE activos y sus cerca de 

11,3 millones de trabajadores de la UE, así como las partes en futuros acuerdos de 

CEE, se beneficiarán de una mayor claridad de los requisitos legales, lo que se espera 

que reduzca el riesgo de litigios y los costes asociados. 

– Al eliminar las exenciones del ámbito de aplicación de la Directiva, los cerca de 5,4 

millones de trabajadores (y sus representantes) de la UE/EEE o la dirección de las 

empresas actualmente exentas con «acuerdos voluntarios» (323) tendrían derecho a 

solicitar la constitución de un CEE para beneficiarse de una aplicación equitativa de 

los derechos y las obligaciones mínimos exigibles en virtud del Derecho de la UE. 

Junto con la dirección, podrían optar alternativamente por preservar los acuerdos 

voluntarios que funcionen correctamente. En el contexto de las solicitudes de 

constitución de un nuevo CEE, los representantes de los trabajadores obtendrían un 

derecho claro a la cobertura de sus costes jurídicos razonables y más seguridad 

jurídica en cuanto a la obligación de la dirección de iniciar negociaciones en un plazo 

de seis meses. La mano de obra de las empresas de dimensión comunitaria también 

se beneficiaría de un mayor equilibrio de género en los CEE, lo que se espera que 

contribuya a unas decisiones empresariales más equitativas y tenga repercusiones 

positivas en el rendimiento global de las empresas.  

– Durante el proceso de información y consulta, los CEE que aún no tengan derecho, a 

través de una disposición correspondiente en su acuerdo con la dirección, a una 

respuesta motivada y oportuna de la dirección a su dictamen, obtendrían tal derecho. 

Esto les ayudará a entablar un verdadero diálogo con la dirección central sobre 

cuestiones transnacionales. Este diálogo también se ve facilitado por la aclaración del 

concepto esencial de cuestiones transnacionales, que define el alcance de las 

actividades de información y consulta de los CEE, y por la mayor claridad de las 

condiciones de aplicación de las obligaciones de confidencialidad. Para los CEE, las 

comisiones negociadoras y los representantes de los trabajadores que actualmente no 

dispongan de vías de recurso efectivas para hacer valer todos los derechos que les 

confiere la Directiva, la iniciativa mejorará el acceso a la justicia. 

El aumento de la eficacia y la calidad del diálogo social transnacional en las empresas de 

dimensión comunitaria podría permitir una toma de decisiones estratégicas mejor informada 

por parte de las empresas y reforzar la confianza mutua entre la dirección y los trabajadores, 

lo que podría tener efectos positivos sobre la competitividad. Sin embargo, estos efectos son 

inciertos y, a falta de pruebas sólidas, no pueden estimarse de manera fiable, dada la 

interacción entre la participación de los trabajadores a nivel nacional y transnacional y el 

carácter no vinculante de los dictámenes de los CEE.  

La opción preferida implicaría los siguientes costes: 

– En las empresas actualmente exentas con «acuerdos voluntarios», la dirección central 

podría iniciar las negociaciones de un nuevo CEE o tendría que iniciarlas, si así lo 

solicitan los trabajadores de conformidad con la Directiva. Los costes medios únicos 

de la negociación de un nuevo acuerdo de CEE se estiman en unos 148 000 EUR por 

negociación. En general, durante las negociaciones o renegociaciones en las que 

participe una comisión negociadora, las empresas estarán legalmente obligadas a 

cubrir, además de otros costes incurridos en la fase de constitución, también los 

costes jurídicos razonables. Cuando sea necesario adaptar los acuerdos de CEE 

vigentes a los requisitos revisados (por ejemplo, para abordar la cobertura de los 

gastos de los CEE en concepto de asesoramiento jurídico o de expertos y formación), 
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la dirección central tendría que emprender renegociaciones21. Sin embargo, en un 

número considerable de casos, cabe esperar que las adaptaciones necesarias de los 

acuerdos de los CEE tengan lugar como parte de las renegociaciones periódicas, que 

se producen por término medio cada cinco años, lo que no implicaría ningún coste 

adicional, o solo muy limitado, en comparación con la base de referencia. Las 

empresas también podrían tener que hacer frente a un aumento marginal de los costes 

anuales recurrentes de funcionamiento de un CEE (que son de aproximadamente 

300 000 EUR de media al año por CEE con arreglo a la base de referencia), por 

ejemplo en relación con la obligación de proporcionar una respuesta motivada al 

CEE o las aclaraciones previstas sobre la cobertura de los costes jurídicos22. Por 

último, en caso de incumplimiento de las obligaciones, las empresas correrían el 

riesgo de sanciones financieras más elevadas. No obstante, se espera que el número 

de litigios y sanciones siga siendo bajo y que las sanciones estén sujetas al principio 

de proporcionalidad.  

– Al comparar los costes unitarios cuantificables con el volumen de negocios de las 

empresas pertinentes y teniendo en cuenta las tendencias previstas, se espera que los 

costes económicos de la opción preferida sean y sigan siendo insignificantes23. 

Dado que las empresas con CEE se concentran principalmente en los sectores del metal, los 

servicios, la química, la construcción, la alimentación, la agricultura y el turismo, las 

repercusiones sociales y económicas detectadas en todos los ámbitos políticos se 

materializarán también principalmente en esos sectores. Además, debido a la distribución 

geográfica de las sedes de esas empresas24, la mayoría de los CEE se han creado con arreglo a 

la legislación nacional de siete Estados miembros, a saber, Alemania, Francia, Suecia, los 

Países Bajos, Irlanda e Italia. No obstante, las repercusiones de las opciones políticas 

afectarían a los trabajadores de todos los Estados miembros en los que opera la empresa, ya 

que están representados por los CEE.  

La iniciativa no tendrá ninguna repercusión relevante o previsible sobre los consumidores, las 

pymes25 o el medio ambiente26.  

 
21 Los costes medios de las renegociaciones no se han podido cuantificar de forma fiable. Los datos 

sugieren que un proceso de renegociación es más corto que el proceso de constitución de un nuevo 

CEE, aunque también puede requerir múltiples reuniones en casos complejos. Sobre la base de las 

pruebas disponibles, se han podido monetizar algunos costes relacionados con las reuniones entre la 

dirección y los representantes de los CEE para la renegociación de los acuerdos vigentes 

(aproximadamente 18 400 EUR por reunión). 
22 Para más explicaciones sobre los factores que podrían influir en los costes operativos vinculados a los 

CEE, véanse las páginas 30 y siguientes y el anexo 12 de la evaluación de impacto que acompaña a la 

presente iniciativa (SWD…). 
23 Véase el anexo 5 de la evaluación de impacto. 
24 Los CEE representan a los trabajadores europeos de una empresa multinacional, tanto si tiene su sede 

dentro como fuera de la UE. Si las sedes de las empresas están situadas fuera de la UE, los CEE deben 

estar establecidos bajo la jurisdicción de un Estado miembro de la UE/del EEE. El mayor número de 

CEE se encuentran en empresas multinacionales con sede en US (170), DE (124), FR (102), UK (92), 

SE (69), NL (58), CH (48), IT (38), FI (37), BE (36), JP (31). 
25 Habida cuenta de los umbrales establecidos en la definición de «empresas de dimensión comunitaria» 

de la Directiva refundida, los requisitos de la Directiva no se aplican a las pymes. En el anexo 12, 

sección 1, de la evaluación de impacto se explican los motivos por los que tampoco se prevén 

repercusiones indirectas sobre las pymes. 
26 Aunque la modificación prevista de los requisitos subsidiarios para celebrar dos reuniones plenarias 

anuales en lugar de una podría aumentar las emisiones de carbono vinculadas a los viajes para asistir a 

las reuniones presenciales, se espera que el posible impacto medioambiental de esta medida sea 
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Se compararon la eficacia, la eficiencia, la coherencia y la proporcionalidad de las opciones 

políticas vinculadas al mismo objetivo político, considerando sus repercusiones, para 

determinar la opción preferida teniendo en cuenta los compromisos necesarios entre los 

distintos planteamientos. 

En la sección 5 y en el anexo 11 de la evaluación de impacto que acompaña a la presente 

iniciativa se describen las medidas alternativas consideradas en la evaluación de impacto, que 

en conjunto se consideraron menos eficaces, eficientes, coherentes y proporcionadas y, por 

tanto, no se mantuvieron como parte de la opción preferida. 

• Adecuación regulatoria y simplificación 

La evaluación de 2018 confirmó que los requisitos mínimos establecidos en la Directiva 

2009/38/CE no imponen ninguna obligación que constituya una carga desproporcionada para 

las empresas. Al establecer un marco procedimental para la información y la consulta 

transnacional, la Directiva concede a los interlocutores sociales autonomía para acordar 

soluciones adecuadas a la luz de sus necesidades y circunstancias específicas. Por ejemplo, las 

partes en los acuerdos de los CEE pueden hacer uso de las tecnologías de las TIC con fines de 

información y consulta y optar, por ejemplo, por utilizar software de reuniones en línea, 

herramientas de traducción automática o herramientas de transcripción automática de voz a 

texto para ahorrar costes y lograr una mayor eficiencia. También son libres de acordar 

regímenes lingüísticos simplificados para las reuniones de los CEE a fin de reducir los costes 

de la interpretación simultánea. De hecho, la Directiva no impone ningún presupuesto 

específico para cubrir los gastos de los CEE, ni siquiera para el asesoramiento de expertos o la 

formación, sino que incluye la obligación general de la empresa de garantizar los medios 

necesarios para que el CEE aplique los derechos derivados de la Directiva. 

Con respecto a esta base de referencia, el margen de reducción de la carga que ofrece esta 

iniciativa es limitado. Como se ha mencionado anteriormente, la iniciativa solo generará 

costes insignificantes para las empresas de dimensión comunitaria, en proporción a su 

volumen de negocios, y generará beneficios económicos potenciales (no cuantificables) 

relacionados con una mejor calidad del diálogo social. No obstante, la necesidad de limitar los 

costes y las cargas administrativas para las empresas se tuvo en cuenta, de acuerdo con las 

preocupaciones planteadas por las organizaciones empresariales en la consulta de los 

interlocutores sociales, a lo largo de todo el diseño y la evaluación de las medidas, y formó 

parte de la justificación para descartar opciones como la obligación de financiar sin límite los 

gastos jurídicos en que incurra el CEE.  

La propuesta no genera costes de cumplimiento para las pymes, ya que las medidas políticas 

previstas no se aplicarían a las pymes y no se prevén efectos indirectos sobre ellas. 

• Derechos fundamentales 

Al mejorar la eficacia del marco de información y consulta transnacional, la propuesta 

reforzaría el derecho fundamental de los trabajadores a la información y consulta en la 

 
insignificante, dado el reducido número de CEE sujetos a requisitos subsidiarios. Además, el requisito 

de especificar en los acuerdos de CEE el formato de las reuniones podría incitar a los interlocutores 

sociales a considerar más sistemáticamente la posibilidad de celebrar reuniones en línea, lo que podría 

dar lugar a ciertos ahorros de emisiones. Las normas vigentes ya ofrecen la posibilidad de celebrar 

reuniones a distancia si las partes así lo acuerdan. En el anexo 12, sección 1, de la evaluación de 

impacto figura una explicación detallada de los motivos. 
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empresa (artículo 27 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la UE). En consonancia 

con el derecho de negociación colectiva (artículo 28 de la Carta), la propuesta mantiene el 

principio de autonomía de las partes, en virtud del cual corresponde a los representantes de los 

trabajadores y a la dirección de la empresa determinar la naturaleza, la composición, la 

función, el modo de funcionamiento, los procedimientos y los recursos financieros de los CEE 

para adaptarlos a sus propias circunstancias particulares. La introducción de objetivos para 

una composición equilibrada en materia de género de los CEE promoverá la igualdad entre 

mujeres y hombres (artículo 23 de la Carta). La propuesta también reforzará el derecho a la 

tutela judicial efectiva (artículo 47 de la Carta) contra las violaciones de los derechos 

consagrados en la Directiva 2009/38/CE. Indirectamente, podrían lograrse efectos positivos 

en las condiciones de trabajo, en consonancia con el derecho de los trabajadores a unas 

condiciones de trabajo que respeten su salud, seguridad y dignidad (artículo 31 de la Carta). 

La iniciativa también es coherente con la libertad de empresa (artículo 16 de la Carta), ya que 

preserva la capacidad de la dirección para tomar decisiones con eficacia y evita cargas 

indebidas a las empresas. 

4. REPERCUSIONES PRESUPUESTARIAS 

La propuesta no exige la utilización de recursos adicionales procedentes del presupuesto de la 

Unión Europea. 

5. OTROS ELEMENTOS 

• Planes de ejecución y modalidades de seguimiento, evaluación e información 

Los Estados miembros deben incorporar las modificaciones de la Directiva 2009/38/CE a sus 

legislaciones nacionales en el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la Directiva de 

modificación propuesta. La aplicación de los requisitos revisados se aplazaría dos años para 

dar a las partes en los acuerdos de CEE tiempo suficiente para negociar adaptaciones, en caso 

necesario. 

Los avances hacia la consecución de los objetivos de la iniciativa serán supervisados gracias a 

varios indicadores básicos relacionados con los objetivos políticos. Estos indicadores y las 

fuentes de datos correspondientes se especifican en el anexo 13 de la evaluación de impacto.  

• Documentos explicativos (para las Directivas) 

Como parte del proceso de transposición, los Estados miembros deberán notificar a la 

Comisión los medios a través de los cuales los CEE, las comisiones negociadoras y los 

representantes de los trabajadores pueden entablar procedimientos judiciales y, en su caso, 

administrativos en relación con cada uno de los derechos contemplados en la Directiva 

2009/38/CE. Además, se aplican las normas generales relativas a la transposición de las 

Directivas. En particular, los Estados miembros deben facilitar información suficientemente 

clara y precisa sobre las medidas de transposición de la propuesta27. Para cumplir esta 

obligación de seguridad jurídica y garantizar la transposición íntegra de las disposiciones de la 

propuesta de Directiva de modificación en todo su territorio, los Estados miembros deben 

indicar, para cada disposición de la Directiva, la disposición o disposiciones nacionales que 

garantizan su transposición. 

 
27 Véase la Sentencia de 8 de julio de 2019, Comisión/Bélgica, C-543/17, ECLI:EU:C:2019:573, apartado 

59. 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX:62017CJ0543
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• Explicación detallada de las disposiciones específicas de la propuesta 

Modificaciones del concepto de cuestiones transnacionales (artículo 1, apartado 4, de la 

Directiva 2009/38/CE)  

Para aclarar el concepto de cuestiones transnacionales, se establece una presunción de 

transnacionalidad que abarca no solo los casos en que cabe razonablemente esperar que las 

medidas consideradas por la dirección afecten a los trabajadores de más de un Estado 

miembro, sino también los casos en que cabe razonablemente esperar que dichas medidas 

afecten a los trabajadores de un solo Estado miembro y que las consecuencias de dichas 

medidas afecten a los trabajadores de al menos otro Estado miembro, como se establece 

actualmente en el considerando 16 de la Directiva. La aclaración específica tiene por objeto 

abordar la incertidumbre existente y reducir el riesgo de litigios, al tiempo que mantiene la 

distinción con respecto a las cuestiones nacionales a fin de evitar conflictos con los 

procedimientos nacionales de información y consulta.  

Modificaciones de las definiciones de «información» y «consulta» [artículo 2, apartado 1, 

letras f), y g), y artículo 9 de la Directiva 2009/38/CE; anexo I, punto 1, letra a), párrafo 

tercero] 

Las definiciones existentes de «información» y «consulta» no solo especifican el significado 

de dichos términos a efectos de la Directiva 2009/38/CE, sino que también incluyen requisitos 

normativos. De conformidad con las normas de redacción legislativa y en aras de la 

coherencia y la claridad jurídica, dichos requisitos se establecerán en su lugar en el artículo 9. 

Los cambios sustanciales se refieren a los requisitos de consulta: el artículo 9 especificará que 

la consulta debe permitir a los representantes de los trabajadores expresar un dictamen antes 

de la adopción de la decisión y que dicho dictamen debe recibir una respuesta escrita 

motivada de la dirección central antes de que esta adopte su decisión sobre la medida 

propuesta. Los requisitos subsidiarios establecidos en el anexo 1 de la Directiva 2009/38/CE 

se adaptan en consecuencia. 

Modificaciones relativas a la constitución, composición y recursos de las comisiones 

negociadoras (artículos 5 y 7 de la Directiva 2009/38/CE, y anexo I, punto 5, y punto 6, 

último párrafo) 

En el artículo 5, apartado 2, letra b), de la Directiva 2009/38/CE, se introduce el requisito de 

elegir o designar a los miembros de la comisión negociadora de forma que se procure lograr 

una representación equilibrada en materia de género. En el artículo 5, apartado 6, párrafo 

primero, se aclara que los gastos relativos a las negociaciones, que correrán a cargo de la 

dirección central, incluyen los costes razonables de asistencia, representación y 

procedimientos judiciales de la comisión negociadora. Además, se suprime la última frase del 

artículo 5, apartado 6, párrafo segundo, ya que no es necesario mencionar la facultad de los 

Estados miembros de limitar la financiación a un solo experto, dado que la primera frase del 

mismo párrafo ya recoge su derecho a establecer normas presupuestarias relativas al 

funcionamiento de la comisión negociadora, de conformidad con el principio de que los 

gastos relativos al correcto desempeño de las funciones de la comisión negociadora deben 

correr a cargo de la dirección central. Por último, el artículo 7, apartado 1, segundo guion, se 

aclara haciendo referencia a la no convocatoria de la primera reunión de la comisión 

negociadora en lugar de a la negativa de la dirección central a iniciar negociaciones. 
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Modificaciones relativas al contenido de los acuerdos de CEE, que deberán negociar las 

partes (artículo 6, apartado 2, de la Directiva 2009/38/CE) 

Las partes en los acuerdos de CEE deberán especificar los recursos financieros y materiales 

que se asignarán a los CEE, al menos en lo que respecta al uso de expertos, los costes 

jurídicos y la formación. Además, también deberán especificar el formato de las reuniones de 

los CEE, que podrán incluir formatos virtuales si las partes así lo acuerdan. Para mejorar la 

eficacia de los CEE existentes, los nuevos requisitos en relación con los recursos financieros y 

materiales y el formato de las reuniones de los CEE se aplican también a los acuerdos de CEE 

preexistentes, que por tanto pueden tener que adaptarse. Esto se prevé en un nuevo párrafo en 

el artículo 6, apartado 2. Durante el período transitorio, las partes en los acuerdos de CEE 

vigentes deben verificar si cumplen los requisitos revisados de la presente Directiva y, de no 

ser así, renegociarlos para evitar el riesgo de litigios jurídicos una vez que los requisitos 

revisados sean aplicables. En caso de que dicha renegociación no tenga éxito, se aplicarán los 

requisitos subsidiarios anejos a la Directiva.  

Modificaciones relativas a la composición equilibrada en materia de género de los CEE 

(artículo 6, apartado 2, de la Directiva 2009/38/CE) 

A la hora de negociar nuevos acuerdos de CEE o renegociar acuerdos vigentes, las partes 

estarán obligadas, en virtud de un nuevo apartado del artículo 6, apartado 2, de la Directiva 

2009/38/CE, a establecer las disposiciones necesarias para lograr, en la medida de lo posible, 

una composición equilibrada en materia de género del CEE y, en su caso, del comité 

restringido. Este objetivo se define mediante el propósito de que el 40 % de los puestos del 

CEE (o del comité restringido) se asignen a miembros de uno u otro género. El mismo 

objetivo se refleja en el anexo I de la Directiva 2009/38/CE para los CEE de nueva creación 

sobre la base de requisitos subsidiarios. A la luz de la jurisprudencia pertinente del Tribunal 

de Justicia de la UE en materia de acción positiva28, el objetivo del 40 % se aplica siempre 

que sea viable desde el punto de vista jurídico y fáctico y se entiende sin perjuicio de la 

legislación nacional sobre la elección de los representantes de los trabajadores.  

Modificaciones relativas al número de reuniones plenarias de los CEE sobre la base de 

requisitos subsidiarios (anexo I, punto 2, de la Directiva 2009/38/CE) 

Los requisitos subsidiarios revisados requerirán dos reuniones plenarias al año (en lugar de 

una) entre los CEE y la dirección central. 

Modificaciones relativas a las reuniones extraordinarias de los CEE sobre la base de 

requisitos subsidiarios (anexo I, punto 3, párrafos primero y segundo, de la Directiva 

2009/38/CE) 

Se adapta la redacción de los requisitos subsidiarios establecidos en el anexo I, punto 3, de la 

Directiva 2009/38/CE para aclarar, en primer lugar, que la información y la consulta de los 

CEE con arreglo a dichos requisitos deben tener lugar, en principio, en las reuniones 

plenarias, si es posible, y en reuniones extraordinarias únicamente si así lo requiere la 

urgencia. En segundo lugar, se aclara que la información debe facilitarse a su debido tiempo 

y, en tercer lugar, que los miembros del CEE tienen derecho a participar en reuniones 

extraordinarias con el comité restringido si representan a trabajadores potencialmente 

afectados de manera directa por el objeto de dichas reuniones. 

 
28 Véase la Sentencia del Tribunal de Justicia de 28 de marzo de 2000, Badeck y otros, C-158/97, 

ECLI:EU:C:2000:163. 

https://curia.europa.eu/juris/liste.jsf?nat=or&mat=or&pcs=Oor&jur=C%2CT%2CF&num=C-158%252F97&for=&jge=&dates=&language=es&pro=&cit=none%252CC%252CCJ%252CR%252C2008E%252C%252C%252C%252C%252C%252C%252C%252C%252C%252Ctrue%252Cfalse%252Cfalse&oqp=&td=%3BALL&avg=&lg=&page=1&cid=670524
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Modificaciones relativas a los recursos a disposición de los CEE sobre la base de requisitos 

subsidiarios (anexo I, puntos 5 y 6, de la Directiva 2009/38/CE) 

En el anexo I, punto 5, se aclara que entre los expertos que asisten a los CEE o a los comités 

restringidos sobre la base de requisitos subsidiarios pueden figurar representantes sindicales, y 

que se permitirá que dichos expertos, a petición del CEE o del comité restringido, estén 

presentes en las reuniones a título consultivo. En el anexo I, punto 6, se aclara que los gastos 

de funcionamiento de los CEE a cargo de la dirección central incluyen los costes jurídicos 

razonables, que deben notificarse previamente a la dirección central. Además, en el anexo I, 

punto 6, último párrafo, se suprime la segunda parte de la frase por las razones expuestas 

anteriormente en relación con el artículo 5, apartado 6, de la Directiva 2009/38/CE. 

Modificaciones relativas al tratamiento o la no transmisión de información confidencial 

(artículo 8 de la Directiva 2009/38/CE) 

Las disposiciones sobre la transmisión de información confidencial y sobre la no transmisión 

de determinada información se establecen en artículos separados para garantizar una 

estructura más clara. Además, al facilitar información confidencial, la dirección central debe 

informar a los miembros de la comisión negociadora, a los miembros del CEE o a los 

representantes de los trabajadores en el marco de un procedimiento de información y consulta, 

al mismo tiempo, sobre las razones que justifican la confidencialidad de la información 

compartida. La obligación de no revelar información confidencial cesa cuando, de acuerdo 

con la dirección, la justificación aportada por esta haya quedado obsoleta. Además, la 

posibilidad de que la dirección central no transmita información se limitará a los casos en que 

su transmisión perjudique gravemente el funcionamiento de la empresa. En tal situación, la 

dirección central deberá informar a los miembros del CEE, de la comisión negociadora o a los 

representantes de los trabajadores sobre las razones que justifican la no transmisión de la 

información. 

Modificaciones relativas al cometido y a la protección de los representantes de los 

trabajadores (artículo 10 de la Directiva 2009/38/CE) 

El artículo 10, apartado 1, de la Directiva 2009/38/CE se adapta para aclarar que no solo los 

miembros del CEE, sino también los representantes de los trabajadores, incluidos los 

miembros de la comisión negociadora y del CEE, deben disponer de los medios necesarios 

para aplicar los derechos derivados de la presente Directiva. En el artículo 10, apartado 2, se 

aclara que los miembros del CEE deben tener el derecho y los medios necesarios para 

informar a los representantes de los trabajadores pertinentes sobre el procedimiento 

transnacional de información y consulta antes y después de las reuniones con la dirección 

central. En el artículo 10, apartado 3, párrafo segundo, se aclara que el requisito de ofrecer a 

los titulares de derechos en virtud de la Directiva 2009/38/CE una protección equivalente se 

aplica también con respecto a la protección contra las medidas de represalia o el despido. Por 

último, en el artículo 10, apartado 4, se aclara que la dirección central debe sufragar los costes 

y gastos relacionados con la formación necesaria para el ejercicio de las funciones de 

representación de los miembros del CEE y de la comisión negociadora, de lo que se informará 

previamente a la dirección central. 

Modificaciones relativas a las sanciones y al acceso a la justicia (artículo 11 de la Directiva 

2009/38/CE) 

La obligación de los Estados miembros de establecer sanciones efectivas, disuasorias y 

proporcionadas (mencionadas actualmente en el considerando 36 de la Directiva 2009/38/CE 

por referencia a los principios generales del Derecho de la Unión) se establecerá en el 
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artículo 11 de la Directiva 2009/38/CE. Para cumplir esta obligación, los Estados miembros 

deberán tener en cuenta, al determinar las sanciones, la gravedad, la duración, las 

consecuencias y el carácter intencional o negligente de la infracción y, en caso de sanciones 

pecuniarias, también el tamaño y la situación financiera de la empresa o grupo sancionado 

(por ejemplo, su volumen de negocios anual), así como otros criterios pertinentes. En el 

mismo apartado se inserta una disposición que obliga a los Estados miembros a prever al 

menos sanciones pecuniarias en relación con las infracciones de los procedimientos de 

información y consulta establecidos en el artículo 9, apartados 2 y 3. Esto no impide que 

mantengan o introduzcan además otras formas de sanciones. En el artículo 11, apartado 3, se 

insertará en el párrafo primero una referencia a los miembros del CEE y de la comisión 

negociadora, ya que esta disposición es pertinente tanto para ellos como para los 

representantes de los trabajadores. En el mismo apartado, se aclara además que la duración 

del procedimiento de recurso aplicable cuando la dirección central exija confidencialidad u 

oculte información debe ser compatible con el ejercicio efectivo de los derechos de 

información y consulta previstos en la Directiva 2009/38/CE. Además, se añade una nueva 

disposición en el artículo 11 para garantizar que los posibles procedimientos previos 

obligatorios de resolución extrajudicial con arreglo al Derecho nacional se entiendan sin 

perjuicio del acceso a la justicia en lo que respecta a los derechos contemplados en la 

Directiva 2009/38/CE.  

Supresión de exenciones y disposiciones para la adaptación de los acuerdos vigentes a los 

requisitos revisados (artículo 14 de la Directiva 2009/38/CE) 

Se suprime el artículo 14 de la Directiva 2009/38/CE y se eliminan las exenciones del ámbito 

de aplicación de la Directiva 2009/38/CE. En consecuencia, los trabajadores y los 

representantes de los trabajadores de las empresas o grupos de empresas de dimensión 

comunitaria con acuerdos de información y consulta transnacional anteriores a la 

transposición de la Directiva 94/45/CE («acuerdos voluntarios») tendrán derecho a mantener 

sus acuerdos vigentes o a solicitar, de conformidad con el artículo 5, apartado 1, de la 

Directiva 2009/38/CE, la constitución de un CEE o de un procedimiento de información y 

consulta con vistas a sustituir los acuerdos anteriores. Las empresas con acuerdos firmados o 

revisados entre el 5 de junio de 2009 y el 5 de junio de 2011 estarán sujetas a las obligaciones 

revisadas derivadas de la Directiva 2009/38/CE. 

Una nueva disposición del artículo 14 bis prevé la adaptación de los acuerdos vigentes 

celebrados en virtud de los artículos 5 y 6 de la Directiva 94/45/CE o de los artículos 5 y 6 de 

la Directiva 2009/38/CE a los requisitos revisados de la Directiva 2009/38/CE. Las partes en 

tales acuerdos tienen la oportunidad de negociar las adaptaciones necesarias durante el 

período de dos años comprendido entre el plazo de transposición de las modificaciones de la 

Directiva 2009/38/CE y la fecha a partir de la cual deben aplicarse los requisitos revisados en 

virtud del Derecho nacional. Estas disposiciones transitorias no se aplican a los «acuerdos 

voluntarios» celebrados y que no estén incluidos en el ámbito de aplicación de la Directiva. 

Las consecuencias para las empresas con tales acuerdos se han descrito anteriormente, en 

relación con la supresión de las exenciones. 

Transposición y comienzo de la aplicación (artículo 2 de la propuesta) 

Los Estados miembros deben transponer las modificaciones de la Directiva 2009/38/CE en el 

plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la propuesta. La aplicación de las medidas 

de transposición se aplazará dos años a partir de la fecha límite de transposición. 
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Habida cuenta de las disposiciones por las que se modifica el artículo 11 de la Directiva 

2009/38/CE, los Estados miembros deben notificar a la Comisión la forma en que los titulares 

de derechos pueden entablar procedimientos judiciales en sus jurisdicciones y, en su caso, 

procedimientos administrativos, en relación con todos los derechos contemplados en la 

Directiva 2009/38/CE. 
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2024/0006 (COD) 

Propuesta de 

DIRECTIVA DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO 

por la que se modifica la Directiva 2009/38/CE en lo que se refiere a la constitución y al 

funcionamiento de los comités de empresa europeos y a la aplicación efectiva de los 

derechos de información y consulta transnacional 

(Texto pertinente a efectos del EEE) 

EL PARLAMENTO EUROPEO Y EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA, 

Visto el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, y en particular su artículo 153, 

apartado 2, letra b), en relación con su artículo 153, apartado 1, letra e), 

Vista la propuesta de la Comisión Europea, 

Previa transmisión del proyecto de acto legislativo a los parlamentos nacionales, 

Visto el Dictamen del Comité Económico y Social Europeo1,  

Visto el Dictamen del Comité de las Regiones2,  

De conformidad con el procedimiento legislativo ordinario, 

Considerando lo siguiente: 

(1) De conformidad con lo dispuesto en el artículo 27 de la Carta de los Derechos 

Fundamentales de la Unión Europea, deberá garantizarse a los trabajadores o a sus 

representantes, en los niveles adecuados, la información y consulta con suficiente 

antelación, en los casos y las condiciones previstos en el Derecho de la Unión y en las 

legislaciones y prácticas nacionales. El principio 8 del pilar europeo de derechos 

sociales reafirma el derecho de los trabajadores o sus representantes a ser informados y 

consultados sobre asuntos de interés para ellos.  

(2) Por lo que respecta a las cuestiones transnacionales, la Directiva 2009/38/CE del 

Parlamento Europeo y del Consejo3 pretende dar efecto práctico a estos principios 

básicos mediante el establecimiento de requisitos mínimos de información y consulta a 

los trabajadores en las empresas y grupos de empresas de dimensión comunitaria. 

(3) Si bien una evaluación de la Directiva 2009/38/CE publicada en 20184 confirmó su 

valor añadido y su pertinencia en principio, también detectó deficiencias en relación, 

por ejemplo, con la eficacia del proceso de consulta, el acceso a la justicia, las 

sanciones y la interpretación de determinados conceptos.  

 
1 DO C , , p. . 
2 DO C , , p. . 
3 Directiva 2009/38/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 6 de mayo de 2009, sobre la 

constitución de un comité de empresa europeo o de un procedimiento de información y consulta a los 

trabajadores en las empresas y grupos de empresas de dimensión comunitaria (versión refundida) 

(DO L 122 de 16.5.2009, p. 28, ELI: http://data.europa.eu/eli/dir/2009/38/oj). 
4 COM(2018) 292 final. 

http://data.europa.eu/eli/dir/2009/38/oj
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=COM:2018:292:FIN
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(4) En 2023, el Parlamento Europeo, de conformidad con el artículo 225 del Tratado de 

Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE), adoptó una resolución de propia 

iniciativa legislativa con recomendaciones sobre la revisión de la Directiva 

2009/38/CE5, y la Comisión llevó a cabo una consulta en dos fases con los 

interlocutores sociales, de conformidad con el artículo 154 del Tratado de 

Funcionamiento de la Unión Europea, sobre la necesidad y el contenido de las 

medidas para subsanar las deficiencias de dicha Directiva. La Comisión también ha 

recabado pruebas a través de un estudio que incluye una encuesta específica en línea, 

entrevistas con las partes interesadas, talleres y análisis de la jurisprudencia nacional y 

de las disposiciones pertinentes de las legislaciones nacionales de los Estados 

miembros.  

(5) Las pruebas demuestran que la inseguridad jurídica en torno al concepto de cuestiones 

transnacionales ha dado lugar a diferencias de interpretación y a litigios. Para 

garantizar la seguridad jurídica y reducir el riesgo de tales litigios, es necesario aclarar 

dicho concepto. A tal fin, conviene aclarar que la presente Directiva no solo debe 

abarcar los casos en que quepa esperar razonablemente que las medidas consideradas 

por la dirección afecten a los trabajadores de más de un Estado miembro, sino también 

los casos en que quepa esperar razonablemente que dichas medidas afecten a los 

trabajadores de un solo Estado miembro, pero que las consecuencias de dichas 

medidas puedan afectar razonablemente a los trabajadores de al menos otro Estado 

miembro. Esto es necesario para contemplar los casos en que las empresas prevean 

medidas, como procedimientos de regulación de empleo y despidos, dirigidas 

explícitamente a establecimientos en un solo Estado miembro pero cuyas 

consecuencias previsibles y razonables puedan afectar a trabajadores de otro Estado 

miembro, por ejemplo, debido a cambios en la cadena de suministro transfronteriza o 

en las actividades de producción, cuando dichas medidas puedan dar lugar a cambios 

sustanciales en la organización del trabajo o en las relaciones contractuales. 

(6) Las definiciones de información y consulta de la Directiva 2009/38/CE incluyen 

requisitos normativos. En aras de la coherencia y la claridad jurídica, conviene 

establecer esas disposiciones normativas en los artículos que regulan derechos y 

obligaciones. 

(7) Los miembros de las comisiones negociadoras pueden necesitar asesoramiento 

jurídico o representación legal para llevar a cabo sus tareas con arreglo a la Directiva 

2009/38/CE. Sin embargo, no está suficientemente claro que tengan derecho a la 

cobertura de los gastos jurídicos asociados. Con vistas a garantizar dicha cobertura, 

debe aclararse que la dirección central debe sufragar los gastos en que incurran los 

miembros de las comisiones negociadoras, que estos deben notificar por adelantado. 

Conviene limitar esa obligación a costes jurídicos razonables para garantizar que la 

dirección no sea responsable de costes manifiestamente desproporcionados, costes sin 

vínculo justificable con la prestación de asesoramiento jurídico o representación legal 

pertinente, o costes generados por demandas manifiestamente infundadas, frívolas o 

vejatorias. Asimismo, la Directiva 2009/38/CE otorga a los Estados miembros la 

facultad discrecional de establecer normas presupuestarias relativas al funcionamiento 

de las comisiones negociadoras y los comités de empresa europeos sobre la base de 

requisitos subsidiarios, teniendo en cuenta el principio de que los gastos relacionados 

con el desempeño adecuado de las funciones de la comisión negociadora deben correr 

 
5 Resolución del Parlamento Europeo, de 2 de febrero de 2023, con recomendaciones destinadas a la 

Comisión sobre la revisión de la Directiva sobre los comités de empresa europeos [2019/2183(INL)]. 
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a cargo de la dirección central. Por consiguiente, las disposiciones relativas al número 

de expertos que debe financiar la dirección central son redundantes y deben 

suprimirse. 

(8) La Directiva 2009/38/CE establece que las partes en un acuerdo sobre un comité de 

empresa europeo deben determinar el lugar de celebración de las reuniones de dicho 

comité. Conviene especificar que deben determinar también el formato de dichas 

reuniones, en particular a fin de evitar cualquier duda sobre su libertad para acordar 

que algunas o todas las reuniones se celebren en un entorno virtual, utilizando 

herramientas de reunión en línea, lo que reduce la huella medioambiental de las 

reuniones en consonancia con los objetivos de reducción de emisiones de la Unión, 

nacionales y de las empresas, al tiempo que garantiza una información y consulta 

significativas con menores costes medioambientales y financieros.  

(9) Durante el funcionamiento de los comités de empresa europeos también pueden surgir 

incertidumbres y conflictos en relación con la cobertura de determinados gastos y el 

acceso a determinados recursos. De conformidad con el principio de autonomía de las 

partes, conviene exigir que ciertos tipos de recursos financieros y materiales se 

determinen específicamente en los acuerdos sobre los comités de empresa europeos, a 

saber, el posible recurso a expertos (como expertos en asuntos técnicos o expertos 

jurídicos) y la cobertura de los honorarios de los expertos, así como la cobertura de los 

costes jurídicos, incluidos los costes de representación legal y de participación en 

procedimientos administrativos o judiciales. Los acuerdos también deben abordar la 

impartición de la formación pertinente a los miembros del comité de empresa europeo 

y la cobertura de los gastos conexos, sin perjuicio del requisito mínimo establecido en 

el artículo 10, apartado 4, de la Directiva 2009/38/CE.  

(10) El requisito de la Directiva 2009/38/CE de tener en cuenta, siempre que sea posible, la 

necesidad de una representación equilibrada en materia de género de los trabajadores a 

la hora de determinar la composición de los comités de empresa europeos ha resultado 

insuficiente para promover el equilibrio de género. Las mujeres siguen estando 

infrarrepresentadas en la mayoría de los comités de empresa europeos. Por lo tanto, es 

necesario establecer objetivos más eficaces y específicos en materia de representación 

de género, que deberán aplicar la dirección y los representantes de los trabajadores al 

negociar o renegociar sus acuerdos. Para alcanzar estos objetivos, en algunos casos 

puede ser necesario dar prioridad al género infrarrepresentado en la composición del 

comité de empresa europeo o de su comité restringido. De conformidad con la 

jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea6, tal acción positiva es 

posible, en virtud del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres, siempre 

que las medidas adoptadas para alcanzar el objetivo de equilibrio de género no den 

prioridad de manera automática e incondicional a las personas de un determinado 

género, sino que permitan tener en cuenta otros criterios, como los méritos y las 

cualificaciones y el procedimiento de elección establecido por las leyes pertinentes. 

Por consiguiente, las partes en los acuerdos sobre comités de empresa europeos deben 

tener la flexibilidad necesaria para respetar las limitaciones jurídicas y fácticas de la 

acción positiva. Por consideraciones similares, es conveniente, además, exigir medidas 

para procurar una composición equilibrada en materia de género de la comisión 

negociadora, a fin de promover ese objetivo ya durante la fase de negociación.  

 
6 Sentencia del Tribunal de Justicia de 28 de marzo de 2000, Badeck y otros, C-158/97, 

ECLI:EU:C:2000:163. 
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(11) Las pruebas demuestran que el inicio de las negociaciones a veces se retrasa más allá 

del período de seis meses establecido en la Directiva 2009/38/CE. En algunos casos, la 

dirección ni toma medidas ni se niega expresamente a iniciar negociaciones tras una 

solicitud de constitución de un comité de empresa europeo. Por consiguiente, conviene 

precisar que los requisitos subsidiarios establecidos en la Directiva 2009/38/CE se 

aplican cuando la primera reunión de la comisión negociadora no se convoca en el 

plazo de seis meses tras la solicitud de constitución de un comité de empresa europeo, 

independientemente de que la dirección central se niegue expresamente a iniciar las 

negociaciones. 

(12) Al compartir información sensible con miembros de los comités de empresa europeos, 

miembros de las comisiones negociadoras o representantes de los trabajadores en el 

marco de un procedimiento de información y consulta, la dirección tiene la posibilidad 

de establecer que dicha información se comparta con carácter confidencial y que no se 

siga divulgando. Cuando comparta información con carácter confidencial, la dirección 

central debe estar obligada a proporcionar al mismo tiempo una justificación 

razonable. Establecer disposiciones adecuadas para salvaguardar la confidencialidad 

de la información sensible puede infundir confianza y facilitar el intercambio de dicha 

información, protegiendo al mismo tiempo los intereses de las empresas y los 

trabajadores, en particular para evitar riesgos crecientes como el espionaje industrial.  

(13) La posibilidad de que la dirección central no transmita información a los miembros de 

las comisiones negociadoras o de los comités de empresa europeos, o a los 

representantes de los trabajadores en el marco de un procedimiento de información y 

consulta, debe limitarse a los casos en que dicha transmisión perjudique gravemente el 

funcionamiento de las empresas afectadas. En aras de la transparencia y de la eficacia 

de las vías de recurso, la dirección central también debe estar obligada a especificar las 

razones que justifican la no transmisión de información.  

(14) Con el fin de aumentar la claridad jurídica, conviene establecer las disposiciones 

relativas a la transmisión de información con carácter confidencial y a la no 

transmisión de información en dos artículos distintos. Además, la disposición vigente 

que permite a los Estados miembros establecer normas particulares para las empresas 

que persiguen un objetivo de orientación ideológica debe trasladarse al artículo 

relativo a la relación con otras disposiciones nacionales, ya que se refiere a la 

aplicación de los requisitos de la Directiva 2009/38/CE en sentido más amplio.  

(15) Una consulta transnacional eficaz requiere un verdadero diálogo entre la dirección 

central y los comités de empresa europeos o los representantes de los trabajadores en 

el marco de un procedimiento de información y consulta. Esto implica que la 

información y la consulta deben llevarse a cabo de manera que los representantes de 

los trabajadores puedan expresar su opinión antes de la adopción de la decisión y que 

los dictámenes emitidos por los comités de empresa europeos o los representantes de 

los trabajadores deben recibir una respuesta motivada de la dirección central antes de 

que esta adopte su decisión sobre la medida propuesta en cuestión. Debe establecerse 

un requisito explícito a tal efecto en la Directiva 2009/38/CE para garantizar la 

seguridad jurídica.  

(16) Además, las disposiciones de la Directiva 2009/38/CE sobre el cometido y la 

protección de los representantes de los trabajadores deben modificarse para aumentar 

la claridad y la precisión, en particular en lo que se refiere a la protección de los 

miembros de las comisiones negociadoras y de los miembros de los comités de 

empresa europeos contra medidas de represalia o despidos. Con el fin de evitar 
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conflictos, también ha de especificarse que la dirección central debe asumir los costes 

de formación de los miembros de la comisión negociadora y del comité de empresa 

europeo, así como otros costes conexos, que sean necesarios para el ejercicio de sus 

funciones, cuando la dirección haya sido informada previamente de dichos costes.  

(17) En algunos Estados miembros, los titulares de derechos en virtud de la Directiva 

2009/38/CE encuentran dificultades para emprender acciones judiciales a fin de hacer 

valer sus derechos. Por lo tanto, es necesario reforzar la obligación de los Estados 

miembros de garantizar vías de recurso efectivas y el acceso a la justicia, así como la 

supervisión por parte de la Comisión del cumplimiento de dicha obligación. A tal fin, 

debe exigirse a los Estados miembros que notifiquen a la Comisión cómo y en qué 

circunstancias los titulares de derechos pueden iniciar procedimientos judiciales y, en 

su caso, administrativos, en relación con todos los derechos que les confiere la 

presente Directiva. Además, debe aclararse que los procedimientos pertinentes tienen 

que permitir una aplicación oportuna y efectiva, y que los posibles procedimientos 

previos de resolución extrajudicial no pueden dar lugar a una decisión vinculante para 

las partes afectadas, ni perjudicar el derecho de los titulares de derechos a entablar 

acciones judiciales.  

(18) La evaluación de la Directiva 2009/38/CE realizada por la Comisión en 2018 ha 

puesto de manifiesto que las sanciones aplicables en caso de incumplimiento de los 

requisitos de información y consulta transnacional no suelen ser suficientemente 

disuasorias. Por lo tanto, conviene establecer la obligación de los Estados miembros de 

prever sanciones efectivas, disuasorias y proporcionadas. Deben preverse sanciones 

pecuniarias en caso de incumplimiento de los procedimientos de información y 

consulta establecidos en la Directiva 2009/38/CE. También pueden preverse otras 

formas de sanción. Las sanciones pecuniarias deben determinarse teniendo en cuenta 

el tamaño y la situación financiera de la empresa o el grupo de dimensión comunitaria 

(por ejemplo, basándose en su volumen de negocios anual) y cualesquiera otros 

factores pertinentes (como la gravedad, la duración, las consecuencias y el carácter 

intencionado o negligente de la infracción), a fin de que sean efectivas, disuasorias y 

proporcionadas. 

(19) Las empresas con un acuerdo de información y consulta transnacional de los 

trabajadores celebrado antes del 23 de septiembre de 1996, es decir, antes de la fecha 

de aplicación de la Directiva 94/45/CE del Consejo7, están exentas de la aplicación de 

las obligaciones derivadas de la Directiva 2009/38/CE. Se han celebrado acuerdos 

relativos a los órganos de información y consulta de los trabajadores que siguen 

funcionando fuera del ámbito de aplicación del Derecho de la Unión. La Directiva 

2009/38/CE no ofrece a los trabajadores de las empresas exentas la posibilidad de 

solicitar la constitución de un comité de empresa europeo en virtud de dicha Directiva. 

No obstante, por razones de claridad jurídica, igualdad de trato y eficacia, los 

trabajadores y sus representantes en todas las empresas o grupos de empresas de 

dimensión comunitaria deben, en principio, tener derecho a solicitar la constitución de 

un comité de empresa europeo. Casi treinta años después de que se estableciera por 

primera vez a escala de la Unión un marco legislativo que fijaba requisitos mínimos 

para la información y consulta transnacional de los trabajadores, estas razones 

 
7 Directiva 94/45/CE del Consejo, de 22 de septiembre de 1994, sobre la constitución de un comité de 

empresa europeo o de un procedimiento de información y consulta a los trabajadores en las empresas y 

grupos de empresas de dimensión comunitaria (DO L 254 de 30.9.1994, p. 64, 

ELI: http://data.europa.eu/eli/dir/1994/45/oj). 

http://data.europa.eu/eli/dir/1994/45/oj
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prevalecen sobre las consideraciones de continuidad de los acuerdos preexistentes que 

motivaron inicialmente la exención. Por consiguiente, procede suprimir dicha 

exención.  

(20) Además, por idénticas consideraciones, deben aplicarse los mismos requisitos 

mínimos a todas las empresas de dimensión comunitaria con comité de empresa 

europeo que operen con arreglo a la Directiva 2009/38/CE y a aquellas en las que se 

haya firmado o revisado un acuerdo sobre un comité de empresa europeo entre el 5 de 

junio de 2009 y el 5 de junio de 2011. Por consiguiente, también debe suprimirse la 

exención a estas últimas empresas de la aplicación de la Directiva 2009/38/CE. 

(21) Los comités de empresa europeos que operan sobre la base de los requisitos 

subsidiarios establecidos en el anexo I de la Directiva 2009/38/CE tienen derecho a 

reunirse con la dirección central una vez al año, para ser informados y consultados 

sobre la evolución de la actividad de la empresa o el grupo de empresas de dimensión 

comunitaria correspondiente y sus perspectivas. A fin de reforzar la información y la 

consulta transnacional de esos comités de empresa europeos, conviene aumentar a dos 

el número de esas reuniones plenarias anuales en los requisitos subsidiarios. 

(22) Además, deben introducirse algunos cambios técnicos en los requisitos subsidiarios 

establecidos en el anexo I de la Directiva 2009/38/CE, a fin de garantizar la coherencia 

con la parte dispositiva.  

(23) Por lo tanto, conviene modificar la Directiva 2009/38/CE para incluir a todas las 

empresas admisibles en su ámbito de aplicación, aclarar algunos de sus conceptos 

clave, mejorar el proceso de información y consulta transnacional y garantizar la 

eficacia de las vías de recurso y de la ejecución. 

(24) En algunos casos, los acuerdos vigentes sobre comités de empresa europeos o sobre 

procedimientos de información y consulta, celebrados con arreglo a la Directiva 

94/45/CE o a la Directiva 2009/38/CE antes de la entrada en vigor de las medidas 

adoptadas por los Estados miembros para transponer la presente Directiva, pueden no 

ser conformes con los requisitos revisados. Por consiguiente, conviene establecer 

disposiciones transitorias que permitan a las partes en dichos acuerdos negociar 

adaptaciones antes de la fecha de aplicación de las medidas de transposición. 

(25) El objetivo general de la presente Directiva es garantizar la eficacia de los requisitos 

de la Directiva 2009/38/CE en materia de información y consulta a los trabajadores de 

las empresas y grupos de empresas de dimensión comunitaria. Este objetivo no puede 

ser alcanzado de manera suficiente por los Estados miembros por sí solos, sino que, 

debido a la naturaleza intrínsecamente transnacional y a la escala de estos requisitos, 

puede lograrse mejor a escala de la Unión. Por consiguiente, la Unión puede adoptar 

medidas de acuerdo con el principio de subsidiariedad consagrado en el artículo 5 del 

Tratado de la Unión Europea. De conformidad con el principio de proporcionalidad 

establecido en el mismo artículo, la presente Directiva no excede de lo necesario para 

alcanzar dichos objetivos. 

(26) De conformidad con el artículo 27 de la Convención de las Naciones Unidas sobre los 

Derechos de las Personas con Discapacidad, las personas con discapacidad deben 

poder ejercer sus derechos laborales y sindicales en igualdad de condiciones respecto 

del resto de personas. Dado que tanto la Unión como sus Estados miembros son partes 

en dicha Convención, la Directiva 2009/38/CE y la legislación nacional pertinente 

deben interpretarse de conformidad con ese principio, por ejemplo, en relación con la 

accesibilidad y los ajustes razonables para los miembros de las comisiones 
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negociadoras, los miembros de los comités de empresa europeos y los representantes 

de los trabajadores en el ejercicio de sus funciones, así como con la asunción de los 

costes conexos por parte de la dirección central. 

(27) De conformidad con el artículo 30, apartado 3, y el artículo 42, apartado 1, de la 

Directiva 2014/23/UE del Parlamento Europeo y del Consejo8, el artículo 18, 

apartado 2, y el artículo 71, apartado 1, de la Directiva 2014/24/UE del Parlamento 

Europeo y del Consejo9, así como con el artículo 36, apartado 2, y el artículo 88, 

apartado 1, de la Directiva 2014/25/UE del Parlamento Europeo y del Consejo10, los 

Estados miembros deben adoptar las medidas adecuadas para garantizar que, en la 

ejecución de los contratos públicos, los operadores económicos respeten las 

obligaciones aplicables en los ámbitos del Derecho social y laboral establecidas por el 

Derecho de la Unión. Debe promoverse la aplicación efectiva de los requisitos de la 

presente Directiva mediante la integración, según proceda, de criterios de 

sostenibilidad social en los criterios de adjudicación diseñados por las entidades 

adjudicadoras para seleccionar las ofertas más ventajosas desde el punto de vista 

económico. Sin embargo, la presente Directiva no crea ninguna obligación adicional 

en relación con dichas Directivas. 

(28) A fin de que los representantes de los trabajadores y la dirección central de las 

empresas o grupos de empresas de dimensión comunitaria dispongan de tiempo 

suficiente para examinar los requisitos mínimos revisados y prepararse para su 

aplicación, conviene aplazar dos años la aplicación de las disposiciones adoptadas por 

los Estados miembros para dar cumplimiento a lo dispuesto en la presente Directiva. 

HAN ADOPTADO LA PRESENTE DIRECTIVA: 

Artículo 1 

La Directiva 2009/38/CE se modifica como sigue: 

1) En el artículo 1, el apartado 4 se sustituye por el texto siguiente: 

«4. Se considerarán transnacionales las cuestiones de las que quepa 

razonablemente esperar que afecten al conjunto de la empresa o grupo de empresas 

de dimensión comunitaria o al menos a dos empresas o establecimientos de la 

empresa o del grupo situados en dos Estados miembros diferentes.  

Se considerará que se cumplen dichas condiciones cuando: 

a) pueda preverse razonablemente que las medidas consideradas por la 

dirección de la empresa o del grupo de empresas de dimensión comunitaria 

afecten a los trabajadores de empresas o establecimientos situados en más de 

un Estado miembro; 

b) pueda preverse razonablemente que las medidas consideradas por la 

dirección de la empresa o del grupo de empresas de dimensión comunitaria 

 
8 Directiva 2014/23/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, relativa a la 

adjudicación de contratos de concesión (DO L 94 de 28.3.2014, p. 1). 
9 Directiva 2014/24/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, sobre 

contratación pública y por la que se deroga la Directiva 2004/18/CE (DO L 94 de 28.3.2014, p. 65). 
10 Directiva 2014/25/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, relativa a la 

contratación por entidades que operan en los sectores del agua, la energía, los transportes y los servicios 

postales y por la que se deroga la Directiva 2004/17/CE (DO L 94 de 28.3.2014, p. 243). 
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afecten a los trabajadores de una empresa o de un establecimiento situados en 

un Estado miembro, y pueda preverse razonablemente que los trabajadores de 

una empresa o de un establecimiento situados en otro Estado miembro se vean 

afectados por las consecuencias de dichas medidas.». 

2) En el artículo 2, apartado 1, las letras f) y g) se sustituyen por el texto siguiente: 

«f) “información”: la transmisión de datos por el empleador a los representantes de 

los trabajadores para que estos puedan tener conocimiento del tema tratado y 

examinarlo; 

g) “consulta”: la apertura de un diálogo y el intercambio de opiniones entre los 

representantes de los trabajadores y la dirección central o cualquier otro nivel de 

dirección más apropiado;». 

3) El artículo 5 se modifica como sigue: 

a) en el apartado 2, la letra b) se sustituye por el texto siguiente: 

«b) los miembros de la comisión negociadora serán elegidos o designados 

en proporción al número de trabajadores empleados en cada Estado miembro 

por la empresa o el grupo de empresas de dimensión comunitaria, a fin de 

lograr una representación equilibrada en materia de género, de manera que para 

cada Estado miembro exista un miembro por cada grupo de trabajadores 

empleados en ese Estado miembro que represente el 10 % del número de 

trabajadores empleados en el conjunto de los Estados miembros, o una fracción 

de dicho porcentaje;»; 

b) el apartado 6 se modifica como sigue: 

–  en el primer párrafo, se añaden las frases siguientes: 

«Estos gastos incluirán los costes razonables de expertos, incluidos los de 

asistencia jurídica, en la medida en que sea necesario a tal efecto, así 

como los costes razonables de representación legal y participación en 

procedimientos administrativos o judiciales. Los gastos se notificarán a la 

dirección central antes de incurrir en ellos.»; 

– en el segundo párrafo, se suprime el texto siguiente: «pudiendo en 

particular, limitar la financiación a un solo experto». 

4) El artículo 6 se modifica como sigue: 

a) el apartado 2 se modifica como sigue: 

– las letras c) y d) se sustituyen por el texto siguiente: 

«c) las atribuciones y el procedimiento de información y consulta al 

comité de empresa europeo, así como las modalidades de articulación 

entre la información y la consulta al comité de empresa europeo y a los 

órganos nacionales de representación de los trabajadores, respetando los 

principios y requisitos enunciados en el artículo 1, apartado 3 y en el 

artículo 9; 

d) el formato, el lugar, la frecuencia y la duración de las reuniones 

del comité de empresa europeo;»; 

– la letra f) se sustituye por el texto siguiente: 
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«f) los recursos financieros y materiales que se asignarán al comité 

de empresa europeo, incluidos como mínimo los que se refieren a los 

aspectos siguientes: 

– el posible recurso a expertos, incluidos expertos jurídicos, 

para asistir al comité de empresa europeo en el desempeño de 

sus funciones; 

– la representación legal y la participación del comité de 

empresa europeo, o de sus miembros en su nombre, en 

procedimientos administrativos o judiciales; 

– la impartición de la formación pertinente a los miembros del 

comité de empresa europeo, sin perjuicio del requisito 

mínimo establecido en el artículo 10, apartado 4, párrafo 

primero.»; 

El requisito de determinar los elementos enumerados en el párrafo 

primero, en su versión modificada por [OP: insértese la referencia a la 

presente Directiva de modificación*], se aplicará también con respecto a 

los acuerdos sobre comités de empresa europeos celebrados antes del 

[OP: insértese la fecha establecida en el artículo 2, párrafo segundo, de 

la presente Directiva de modificación]. 

_________________ 

* [OP: insértese la referencia al DO a la presente Directiva de 

modificación.]»; 

b) se inserta el apartado 2 bis siguiente: 

«2 bis. La dirección central y la comisión negociadora, al negociar o 

renegociar un acuerdo sobre un comité de empresa europeo, acordarán y 

establecerán las disposiciones necesarias para alcanzar, en la medida de lo 

posible y sin perjuicio de las legislaciones nacionales relativas a la elección de 

los representantes de los trabajadores, el objetivo del equilibrio de género 

según el cual tanto mujeres como hombres representen al menos el 40 % de los 

miembros del comité de empresa europeo y, en su caso, al menos el 40 % de 

los miembros del comité restringido.». 

5) En el artículo 7, apartado 1, el segundo guion se sustituye por el texto siguiente: 

«— cuando la primera reunión de la comisión negociadora no se convoque en el 

plazo de seis meses a partir de la presentación de una solicitud con arreglo al 

artículo 5, apartado 1,». 

6) El artículo 8 se sustituye por el texto siguiente: 

«Artículo 8  

Comunicación de información con carácter confidencial 

1. Los Estados miembros dispondrán que los miembros de la comisión 

negociadora, los miembros de los comités de empresa europeos o los representantes 

de los trabajadores en el marco de un procedimiento de información y consulta, así 

como los expertos que, en su caso, les asistan, no están autorizados para revelar a 

terceros información que les haya sido expresamente comunicada con carácter 

confidencial por la dirección central. Además, la dirección central podrá establecer 

mecanismos adecuados de transmisión y almacenamiento de la información para 
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contribuir a salvaguardar la confidencialidad de la información facilitada con carácter 

confidencial. 

2. Cuando la dirección central comunique información confidencial con arreglo al 

apartado 1, informará a los miembros de las comisiones negociadoras o de los 

comités de empresa europeos, o a los representantes de los trabajadores en el marco 

de un procedimiento de información y consulta, de los motivos que justifican la 

comunicación de información con carácter confidencial.  

3. La obligación a que se refiere el apartado 1 subsistirá, independientemente del 

lugar en que se encuentren las personas contempladas el apartado 1, incluso tras la 

expiración de su mandato, hasta que, de acuerdo con la dirección central, se 

considere que la justificación facilitada ha quedado obsoleta.». 

7) Se inserta el artículo 8 bis siguiente:  

«Artículo 8 bis  

No transmisión de información por motivos específicos 

1. Los Estados miembros dispondrán, en casos específicos, en las condiciones y 

con los límites establecidos por la legislación nacional, que la dirección central 

situada en su territorio no está obligada a transmitir información a los miembros de 

las comisiones negociadoras o de los comités de empresa europeos, ni a los 

representantes de los trabajadores en el marco de un procedimiento de información y 

consulta, ni tampoco a los expertos que les asistan, cuando su naturaleza sea tal que, 

según criterios objetivos, pudiera perjudicar gravemente el funcionamiento de las 

empresas afectadas.  

El Estado miembro de que se trate podrá supeditar esta dispensa a una autorización 

previa de carácter administrativo o judicial.  

2. Cuando la dirección central no transmita información por los motivos 

contemplados en el apartado 1, informará a los miembros de las comisiones 

negociadoras o de los comités de empresa europeos, o a los representantes de los 

trabajadores en el marco de un procedimiento de información y consulta, de los 

motivos que justifican la no transmisión de información.». 

8) Los artículos 9 y 10 se sustituyen por el texto siguiente: 

«Artículo 9  

Funcionamiento del comité de empresa europeo y del procedimiento de información y 

consulta de los trabajadores 

1. La dirección central y el comité de empresa europeo trabajarán con espíritu de 

cooperación, respetando sus derechos y sus obligaciones recíprocos. 

De igual forma se procederá respecto de la colaboración entre la dirección central y 

los representantes de los trabajadores en el marco de un procedimiento de 

información y consulta de los trabajadores. 

2. La información sobre las cuestiones transnacionales se comunicará en un 

momento, de una manera y con un contenido apropiados, de tal modo que permita a 

los representantes de los trabajadores realizar una evaluación pormenorizada de su 

posible impacto y, en su caso, preparar las consultas con el órgano competente de la 

empresa o del grupo de empresas de dimensión comunitaria. 

3. La consulta se efectuará en un momento, de una manera y con un contenido 

tales que permita a los representantes de los trabajadores emitir un dictamen antes de 
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la adopción de la decisión y sobre la base de la información comunicada de 

conformidad con el apartado 2, sin perjuicio de las responsabilidades de la dirección, 

y en un plazo razonable teniendo en cuenta la urgencia del asunto. Los representantes 

de los trabajadores tendrán derecho a una respuesta escrita motivada de la dirección 

central o de cualquier otro nivel de dirección más adecuado antes de la adopción de 

la decisión sobre las medidas en cuestión, siempre que los representantes de los 

trabajadores hayan emitido su dictamen en un plazo razonable de conformidad con la 

primera frase. 

Artículo 10  

Cometido y protección de los representantes de los trabajadores 

1. Sin perjuicio de la capacidad de otras instancias u organizaciones al respecto, 

los representantes de los trabajadores, incluidos los miembros de la comisión 

negociadora y los miembros del comité de empresa europeo, dispondrán de los 

medios necesarios para aplicar los derechos derivados de la presente Directiva para 

representar colectivamente los intereses de los trabajadores de la empresa o del grupo 

de empresas de dimensión comunitaria. 

2. Sin perjuicio de los artículos 8 y 8 bis, los miembros del comité de empresa 

europeo tendrán el derecho y los medios necesarios para informar a los 

representantes de los trabajadores de los establecimientos o de las empresas de un 

grupo de empresas de dimensión comunitaria o, en defecto de representantes, al 

conjunto de los trabajadores, sobre el contenido y los resultados del procedimiento de 

información y consulta, en particular antes y después de las reuniones con la 

dirección central. 

3. Los miembros de la comisión negociadora, los miembros del comité de 

empresa europeo y los representantes de los trabajadores que ejerzan sus funciones 

en el marco del procedimiento a que se refiere el artículo 6, apartado 3, gozarán, en 

el ejercicio de sus funciones, de una protección y garantías equivalentes a las 

previstas para los representantes de los trabajadores en la legislación nacional y las 

prácticas vigentes en su país de empleo. 

Esto se refiere, en particular, a la participación en las reuniones de la comisión 

negociadora, del comité de empresa europeo o en cualquier otra reunión realizada en 

el marco del acuerdo a que se refiere el artículo 6, apartado 3, al pago de su salario en 

el caso de los miembros pertenecientes a la plantilla de la empresa de dimensión 

comunitaria o del grupo de empresas de dimensión comunitaria durante el período de 

ausencia necesario para el ejercicio de sus funciones, así como a la protección contra 

medidas de represalia o despido. 

4. Cuando sea necesario para el ejercicio de su función representativa en un 

entorno internacional, los miembros de la comisión negociadora y del comité de 

empresa europeo recibirán formación sin pérdida de salario. 

Sin perjuicio de los acuerdos celebrados en virtud del artículo 6, apartado 2, letra f), 

los costes de dicha formación y los gastos conexos correrán a cargo de la dirección 

central, siempre que esta haya sido informada previamente.». 

9) El artículo 11 se modifica como sigue: 

a) el apartado 2 se sustituye por el texto siguiente: 
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«2. Los Estados miembros establecerán las medidas adecuadas en caso de 

incumplimiento de las disposiciones nacionales adoptadas de conformidad con 

la presente Directiva. En particular, velarán por que: 

a) se disponga de procedimientos adecuados para que los derechos 

y las obligaciones derivados de la presente Directiva puedan hacerse 

valer de manera oportuna y eficaz; 

b) se apliquen sanciones efectivas, disuasorias y proporcionadas en 

caso de infracción de los derechos y las obligaciones derivados de la 

presente Directiva. 

En caso de incumplimiento de las disposiciones nacionales de transposición de 

las obligaciones previstas en el artículo 9, apartados 2 y 3, los Estados 

miembros establecerán sanciones pecuniarias, que se determinarán teniendo en 

cuenta los criterios enumerados en el párrafo tercero del presente apartado, sin 

perjuicio de la posibilidad de establecer además otros tipos de sanciones.  

A efectos de la letra b) del párrafo primero, los Estados miembros tomarán en 

consideración, a la hora de determinar las sanciones, la gravedad, la duración, 

las consecuencias y el carácter intencionado o negligente de la infracción y, por 

lo que respecta a las sanciones pecuniarias, también el tamaño y la situación 

financiera de la empresa o del grupo de empresas sancionado, así como 

cualquier otro criterio pertinente.»; 

b) el apartado 3 se modifica como sigue: 

– el párrafo primero se sustituye por el texto siguiente: 

«3. Los Estados miembros preverán procedimientos de recurso 

administrativo o judicial que los miembros de la comisión negociadora, 

los miembros del comité de empresa europeo o los representantes de los 

trabajadores podrán iniciar cuando la dirección central facilite 

información con carácter confidencial de conformidad con el artículo 8 o 

no transmita información por motivos específicos de conformidad con el 

artículo 8 bis.»; 

– se añade el párrafo siguiente: 

«La duración de dichos procedimientos será compatible con el ejercicio 

efectivo de los derechos de información y consulta previstos en la 

presente Directiva.»; 

c) se añade el apartado 4 siguiente: 

«4. Cuando los Estados miembros supediten el acceso a los procedimientos 

judiciales a la aplicación previa de una resolución alternativa de litigios, tal 

procedimiento no deberá dar lugar a una decisión que sea vinculante para las 

partes interesadas ni menoscabar de otro modo su derecho a emprender 

acciones judiciales.». 

10) En el artículo 12, se añade el apartado siguiente: 

«6. Cada Estado miembro podrá establecer disposiciones especiales en favor de la 

dirección central de las empresas y establecimientos situados en su territorio que 

persigan, directa y sustancialmente, un objetivo de orientación ideológica relativo a 

la información y a la expresión de opiniones siempre que en la fecha de adopción de 
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la presente Directiva dichas disposiciones particulares existieren ya en la legislación 

nacional.». 

11) Se suprime el artículo 14. 

12) Se inserta el artículo siguiente: 

«Artículo 14 bis  

Disposiciones transitorias 

1. Cuando, tras la transposición de [OP: insértese la referencia a la presente 

Directiva de modificación], un acuerdo sobre un comité de empresa europeo o un 

acuerdo sobre un procedimiento de información y consulta celebrado antes del [OP: 

insértese la fecha a partir de la cual deben aplicarse las disposiciones de 

transposición, establecida en el artículo 2, apartado 1, párrafo segundo, de la 

presente Directiva de modificación] de conformidad con los artículos 5 y 6 de la 

Directiva 94/45/CE o con los artículos 5 y 6 de la presente Directiva no sea conforme 

con alguno de los requisitos aplicables a dicho acuerdo como consecuencia de las 

modificaciones previstas en [OP: insértese la referencia a la presente Directiva de 

modificación], la dirección central iniciará negociaciones para adaptar dicho acuerdo 

a petición escrita de al menos cien trabajadores o sus representantes en al menos dos 

empresas o establecimientos de al menos dos Estados miembros diferentes. La 

dirección central también podrá iniciar dichas negociaciones por iniciativa propia. 

2. Cuando el acuerdo sobre el comité de empresa europeo o el acuerdo sobre un 

procedimiento de información y consulta contenga disposiciones de procedimiento 

para su adaptación o renegociación, la adaptación podrá negociarse con arreglo a 

dichas disposiciones. De lo contrario, la adaptación seguirá el procedimiento 

establecido en el artículo 5, en relación con el artículo 13, párrafos segundo y tercero. 

3. Cuando un procedimiento de adaptación no conduzca a un acuerdo en el plazo 

de dos años a partir de la fecha de la respectiva solicitud de los trabajadores o de sus 

representantes, se aplicarán los requisitos subsidiarios establecidos en el anexo I.». 

13) El anexo I se modifica de conformidad con el anexo de la presente Directiva. 

Artículo 2 

1. Los Estados miembros adoptarán y publicarán, a más tardar el [OP: insértese la 

fecha correspondiente a un año después de la entrada en vigor de la presente 

Directiva], las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas necesarias 

para dar cumplimiento a lo dispuesto en la presente Directiva. Comunicarán 

inmediatamente a la Comisión el texto de dichas disposiciones. 

Aplicarán dichas disposiciones a partir del [OP: insértese la fecha correspondiente a 

dos años después de la fecha establecida en el párrafo primero]. 

Cuando los Estados miembros adopten dichas disposiciones, estas harán referencia a 

la presente Directiva o irán acompañadas de dicha referencia en su publicación 

oficial. Los Estados miembros establecerán las modalidades de la mencionada 

referencia. 

2. Los Estados miembros comunicarán a la Comisión el texto de las disposiciones 

básicas de Derecho interno que adopten en el ámbito regulado por la presente 

Directiva. 
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En relación con las modificaciones previstas en el artículo 1, apartado 8, de la 

presente Directiva, los Estados miembros notificarán a la Comisión, a más tardar el 

[OP: insértese la fecha indicada en el apartado 1, párrafo primero], los medios a 

través de los cuales los comités de empresa europeos, las comisiones negociadoras y 

los representantes de los trabajadores podrán, de conformidad con el artículo 11, 

apartados 2, 3 y 4, de la Directiva 2009/38/CE, en su versión modificada, emprender 

acciones judiciales y, en su caso, administrativas, en relación con todos los derechos 

contemplados en la presente Directiva. 

Artículo 3 

La presente Directiva entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el Diario Oficial 

de la Unión Europea. 

Artículo 4 

Los destinatarios de la presente Directiva son los Estados miembros. 

Hecho en Bruselas, el 

Por el Parlamento Europeo Por el Consejo 

La Presidenta / El Presidente La Presidenta / El Presidente 
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